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Bogotá, D. C., 07 de abril de 2026 
 
Ministra 
Helga María Rivas Ardila  
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio 
Ciudad 
 

Asunto:  Comentarios al Proyecto de Decreto «Por medio del cual se adiciona el 
capítulo 8 al Título 5 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto Único Reglamentario 
1077 de 2015 del sector Vivienda, Ciudad y Territorio, que reglamenta las 
condiciones de protección de moradores en proyectos o programas de 
renovación urbana, se adiciona el parágrafo 3 al artículo 2.2.5.5.2 y los 
numerales 11 y 12 al artículo 2.2.5.5.4, se modifica el artículo 2.2.5.5.7, todos 
del Decreto 1077 de 2015». 

Respetada doctora Rivas: 

De manera atenta, la Asociación Colombiana de Ciudades Capitales (Asocapitales) se permite 
formular algunos comentarios sobre el articulado del Proyecto de Decreto «Por medio del 
cual se adiciona el capítulo 8 al Título 5 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto Único 
Reglamentario 1077 de 2015 del sector Vivienda, Ciudad y Territorio, que reglamenta las 
condiciones de protección de moradores en proyectos o programas de renovación urbana, se 
adiciona el parágrafo 3 al artículo 2.2.5.5.2 y los numerales 11 y 12 al artículo 2.2.5.5.4, se 
modifica el artículo 2.2.5.5.7, todos del Decreto 1077 de 2015». 

1. RESUMEN EJECUTIVO  

1) El proyecto de decreto reglamenta las condiciones de protección de moradores en 
procesos de renovación urbana, incorporando mecanismos orientados a garantizar 
el derecho a la vivienda digna y la participación de los afectados. 

2) Si bien fortalece la protección de derechos y la seguridad jurídica en la gestión predial, 
introduce cargas adicionales y exigencias que pueden incrementar la complejidad, los 
costos y los tiempos de estructuración de los proyectos. 

3) Se identifican riesgos asociados a la viabilidad financiera, la operatividad del 
instrumento y la autonomía territorial, especialmente por la ambigüedad en la 
definición del inicio del proyecto y la posible restricción en la aplicación de 
modalidades de renovación urbana; en este sentido, Asocapitales propone ajustar el 
artículo 2.2.5.8.3 para precisar un hito objetivo, público y verificable de inicio del 
proyecto, y el artículo 2.2.5.8.15 para que el marco nacional opere como mínimo de 
protección sin imponer la única modalidad de revitalización. 
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2. RIESGOS ASOCIADOS A LA IMPLEMENTACIÓN DE LAS MEDIDAS DE PROTECCIÓN DE 
MORADORES 

La implementación de medidas de protección de moradores que propone el proyecto de 
decreto se inserta en un contexto en el que los proyectos de renovación urbana ya enfrentan 
dificultades estructurales relevantes, tales como la complejidad técnica y jurídica, los 
prolongados procesos de gestión predial, la incertidumbre financiera, la necesidad de 
coordinación interinstitucional y los extensos tiempos de estructuración y ejecución. En este 
escenario, la incorporación de nuevas obligaciones sin una definición clara de 
responsabilidades, fuentes de financiación y mecanismos de implementación puede 
incrementar significativamente los costos y la incertidumbre de los proyectos, lo que 
afectaría su viabilidad. 

Desde una perspectiva financiera, las medidas de protección, incluyendo vivienda transitoria; 
gastos de traslado; planes de gestión social y provisión de vivienda de reemplazo, constituyen 
cargas adicionales que deben ser incorporadas desde la estructuración del proyecto. La 
omisión o subestimación puede generar sobrecostos, comprometer el cierre financiero y 
afectar la sostenibilidad de las intervenciones, especialmente en proyectos donde la 
rentabilidad ya es limitada. 

En términos operativos, el decreto incrementa las exigencias sobre las entidades territoriales, 
particularmente en lo relacionado con la identificación de moradores, el seguimiento a 
proyectos de iniciativa privada, la garantía de acceso a información y la verificación del 
cumplimiento de las condiciones de protección. Esto puede traducirse en una mayor carga 
administrativa y en la necesidad de fortalecer capacidades institucionales que actualmente 
son heterogéneas entre territorios. 

Adicionalmente, se identifican riesgos en la materialización de los proyectos, en la medida 
en que el incremento de cargas, costos y requisitos puede desincentivar la promoción de 
iniciativas de renovación urbana, especialmente aquellas lideradas por el sector privado o 
bajo esquemas mixtos. Esto podría traducirse en una menor ejecución de instrumentos de 
renovación urbana y en una reducción en la capacidad de intervención sobre áreas 
estratégicas de las ciudades. 

De otra parte, la ausencia de definiciones claras en aspectos estructurales del decreto 
introduce riesgos de inseguridad jurídica. En particular, la definición amplia del «inicio del 
proyecto» puede generar dificultades para determinar el momento en el que nacen las 
obligaciones de protección, al basarse en hitos no verificables o de carácter interno. 
Asimismo, la redacción relacionada con la aplicación de la modalidad de revitalización puede 
interpretarse como una restricción a la autonomía de los planes de ordenamiento territorial, 
limitando la capacidad de los municipios y distritos para definir tratamientos urbanísticos 
acordes con sus realidades específicas. 
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En este contexto, desde Asocapitales consideramos necesario ajustar el diseño normativo 
del decreto, incorporando criterios de claridad, gradualidad y sostenibilidad, que permitan 
equilibrar la protección de los derechos de los moradores con la viabilidad técnica, financiera 
y operativa de los proyectos de renovación urbana. 

3. OBSERVACIONES RESPECTO DEL ARTICULADO  

Con el propósito de realizar un análisis pormenorizado de las disposiciones contenidas en el 
proyecto de decreto, a continuación, se presentan las observaciones técnicas y jurídicas 
específicas formuladas respecto de algunos artículos: 

Disposición 
normativa 

Comentario 

Artículo 
2.2.5.8.3 

La definición del «inicio del proyecto» resulta amplia y basada en hitos 
no verificables, como el primer diseño o la recepción de información por 
parte de la entidad territorial. Esto dificulta la determinación del 
momento en que surgen las obligaciones de protección y puede generar 
expectativas anticipadas en los moradores frente a proyectos que aún 
no están consolidados. Se recomienda definir un hito objetivo, público 
y verificable que otorgue seguridad jurídica y facilite el control 
institucional. 
 
Se sugiere definir un hito objetivo, público y verificable para el inicio y 
el corte de moradores protegidos (por ejemplo el acto de delimitación 
del ámbito, radicación formal del instrumento o anuncio formal del 
proyecto), de modo que la protección sea exigible y auditable, sin 
inducir expectativas prematuras ni trasladar a la administración local 
cargas de seguimiento sobre iniciativas privadas aún no consolidadas. 

Artículo 
2.2.5.8.15 

La disposición puede interpretarse como una homologación obligatoria 
de los proyectos de renovación urbana a la modalidad de revitalización 
cuando se acude a la expropiación. Esto puede restringir la autonomía 
de los Planes de Ordenamiento Territorial (POT) para definir 
submodalidades, tratamientos diferenciados o esquemas de 
intervención ajustados a las condiciones territoriales. 
 
Por lo anterior, se sugiere precisar que el marco nacional opera como 
mínimo de protección y como criterio de ajuste a objetivos legales, sin 
imponer una única modalidad, dejando a los POT la definición de 
modalidades de renovación urbana y desarrollo de los proyectos, 
siempre que se garantice la protección de moradores. 
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4. CONCLUSIONES 

El proyecto de decreto representa un avance relevante en la protección de los moradores en 
procesos de renovación urbana, al incorporar mecanismos orientados a garantizar el 
derecho a la vivienda digna, fortalecer la participación y reducir conflictos en la gestión del 
suelo. No obstante, su diseño introduce riesgos importantes en términos de viabilidad 
financiera, operativa y jurídica de los proyectos, derivados del incremento de cargas, la falta 
de precisión en aspectos estructurales y posibles tensiones con la autonomía territorial. En 
este sentido, resulta fundamental ajustar el contenido del decreto para asegurar un 
equilibrio entre la protección efectiva de los derechos de los moradores y la viabilidad de los 
proyectos de renovación urbana, incorporando reglas claras, criterios verificables y 
lineamientos que permitan una implementación sostenible en los territorios. 

Una vez señalado lo anterior, queremos manifestarles que para Asocapitales es de suma 
importancia participar en el trámite de los proyectos de decreto en los cuales estén 
involucrados los intereses de nuestros asociados: las ciudades capitales y sus habitantes. Por 
tal razón, quisiéramos agradecerle la oportunidad de compartir nuestras apreciaciones sobre 
este importante proyecto. Estaremos atentos a cualquier inquietud adicional que surja de 
este proceso. 

Cordialmente, 
 
 
 
Andrés Santamaría Garrido 
Director Ejecutivo 
Asocapitales 

Áreas misionales: Dirección Jurídica y Dirección de Fortalecimiento Institucional, Cooperación y 
Desarrollo Territorial. 
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